	En Mendoza, a cinco días del mes de setiembre del año dos mil doce, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, en acuerdo ordinario, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa n° 103.883, caratulada: "FISCA-LIA DE ESTADO Y OT. (D.G.E.) EN J° 117.482/13.219 A. A. A. Y OTS. C/ D.G.E. P/ D. Y P. (CON EXC. CONT. ALQ.) S/ INC. CAS." 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 140 y 141 del C.P.C. y teniendo en cuenta las facultades conferidas por Acordada n° 5845, en el acto del acuerdo, quedó establecido el siguiente orden de estudio en la causa para el tratamiento de las cuestiones por el Tribunal: primero: DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE; segundo: DR. JORGE H. NANCLARES; tercero: DR. FERNANDO ROMANO. 

ANTECEDENTES: 

A fs. 10/25 vta. Fiscalía de Estado y la Dirección General de Escuelas, a través de apoderado interpusieron recursos extraordinarios de Inconstitucionalidad y Casación contra la sentencia obrante a fs. 350/356 vta. De los autos N° 117.482/13.219, caratulados: "A. A. A. y ots. C/Dirección General de Escuelas p/ D y P", emanada de la Quinta Cámara de Apelaciones de la Primera Circunscripción Judicial. 

A fs. 32 y vta. se admite formalmente el recurso de Inconstitucionalidad y se rechaza el de Casación, ordenándose correr traslado a la contraria, el que fue contestado a fs. 47/53 vta., solicitándose su rechazo. 

A fs. 59/61 vta. obra el dictamen del Sr. Procurador General quien se pronuncia por la admisión parcial del recurso. 

Llamados los autos al acuerdo, a fs. 70 se deja constancia del orden de sorteo.- 

De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad interpuesto? 

SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

TERCERA CUESTIÓN: Costas. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE, DIJO: 

Se inician las presentes actuaciones con la demanda de daños iniciada por los padres de M. A. quien falleció por asfixia por inmersión en el Río Mendoza en las cercanías del Dique Cippolleti, en ocasión de una salida didáctica organizada por la escuela N° 4010 "María Elena Champeau", en el Camping del Automóvil Club Argentino. Relataron que el día 1 de noviembre de 2007, encontrándose en ese lugar, un grupo de alumnos en compañía de una de las preceptoras se dirigió al Río Mendoza, a orillas del Dique Cipolletti, en ese lugar M. cae a las aguas del Río sin que sus compañeros pudieran rescatarlo a pesar de los esfuerzos que realizaron. La demanda la interpusieron contra la Dirección General de Escuelas y contra quien resulte civilmente responsable. Sustentaron la responsabilidad de la demandada en el art. 1117 del Código Civil y adujeron que el hecho fue previsible y se pudo evitar con la orden sostenida de los docentes de no ingresar a la orilla del río. Reclamaron la suma de $ 365.000 discriminada en daño patrimonial (daño emergente, pérdida de chance y daño psicológico) y daño moral. 

La demandada al contestar demanda imputó culpa a la víctima quién fue informado al igual del resto de los alumnos de lo peligroso del lugar y que estaba prohibido bañarse en el dique o en el río. Sostuvo que el hecho tuvo las características de caso fortuito o fuerza mayor. 

La sentencia de primera instancia admitió la responsabilidad total de la demandada e hizo lugar parcialmente al reclamo indemnizatorio. 

Contra el pronunciamiento, Fiscalía de Estado y Dirección General de Escuelas interpusieron recurso de apelación. La Cámara de Apelaciones sólo admitió, en forma parcial el recurso deducido por Fiscalía de Estado en el aspecto de la suma de condena. 

Se sostuvo en el fallo recurrido que el a-quo había tomado en cuenta todas las circunstancias que rodearon al hecho dañoso, tanto las referidas al lugar como las manifestaciones efectuadas en ambas causas (civil y penal) por las personas que estuvieron en el momento, como de aquellas otras que debían considerarse al momento de resolver. También consideró como un factor determinante la edad de la víctima. 

Que conforme la norma del art. 1117 del Código Civil, sólo el caso fortuito libera de responsabilidad al establecimiento educativo. Que el filtro que la eximente debe superar en el previsto por el art. 514 del Código Civil que fija los parámetro de la fuerza mayor y el caso fortuito. 

Conforme con ellos no puede negar la demandada que el hecho se produjo en circunstancias de imprevisibilidad o inevitabilidad, ya que la misma directora de la es-cuela en su testimonial de fs. 111/114 admitió que al lugar había concurrido otro grupo una semana antes, por lo que los preceptores y/o profesores que acompañaron a ese primer grupo deberían haber advertido a los responsables del segundo grupo de los riesgos del lugar. 

Agregó que quien resulta responsable de un grupo debe necesariamente informarse y cerciorarse de la situación del terreno donde se planea pasar con un grupo que, por sus características puede generar situaciones de peligro. Ninguno de los profesores o personas mayores que acompañaron el grupo, verificó el real peligro que se presentaba conforme lo corroboraron las declaraciones testimoniales de dos alumnos prestadas en el expediente penal. La preceptora Araya reconoció que existían carteles de peligro con lo que la situación de riesgo no podía ser ignorada. 

La única prevención que se tomó fue prohibir a los alumnos acercarse al río, pero cuando varios alumnos no hicieron caso a la prohibición, no se toman las medidas idóneas para hacerlos volver, sino que la preceptora Araya se quedó con ellos, lo que no era suficiente, dado que la propia directora reconoció que existían conflictos de obediencia entre la preceptora y los alumnos. 

La directora de la escuela afirmó que al grupo lo acompañaban 5 personas, ignorando que al m omento del hecho, dos de ellos se habían retirado, lo que configura una desidia grave tanto de aquellos a quienes se les confió el cuidado de los jóvenes como a las autoridades de la escuela que deberían haber controlado que los mayores permanecieran en el lugar. 

La conducta del alumno aún cuando pueda haber sido reprochable, no escapaba de los parámetros de previsibilidad e inevitabilidad a que se refiere el art. 514 del Código Civil, extremo que contiene el art. 1117 del Código Civil, por lo que la condena con-tenida en la sentencia recurrida debe mantenerse. 

Contra la sentencia, los recurrentes interpusieron recurso extraordinario de In-constitucionalidad, fundado en los incisos 3 y 4 del art. 150 del C.P.C. 

Sostienen que el resolutivo es arbitrario porque contiene vicios graves en la motivación que lo transforman en la expresión de la sola voluntad de los jueces, se ha apartado de las circunstancias comprobadas de la causa, incurre en autocontradicción, con apartamiento de hechos relevantes y de prueba decisiva. 

Afirman que el fallo ha omitido considerar la edad de la víctima y su incidencia causal para romper el nexo de causalidad, que se trataba de un alumno de casi 20 años, con responsabilidad legal y discernimiento, por lo que debieron bastar las recomendaciones de prudencia para que el evento dañoso no se produjera. Que quedó acreditado en la causa, las recomendaciones dadas por las autoridades que advirtieron y ordenaron reiteradamente a los jóvenes que estaba prohibido que se acercaran y se bañaran en el río y en el Dique Cipolletti. Si se considera que había un cerco perimetral, que existían carteles indicadores de peligro y que el joven no sabía nadar, resulta evidente su participación causal en el hecho. 

Agregan que la edad de la víctima y el hecho de no saber nadar fueron determinantes de la existencia de su culpa exclusiva en el trágico desenlace, con lo que la producción del hecho adquiere las características del caso fortuito o fuerza mayor, que es-capa de la obligación de seguridad de la escuela. Que se ha omitido considerar las pruebas de las que surgen la existencia de carteles que prohibían bajar al río, que no obstante estar cercado el predio, ingresaron al lugar por un agujero existente en el alambre y que el joven no obedeció la expresa prohibición de no pasar y de no introducirse al río. 

Dicen que la sentencia resulta contradictoria e incongruente porque no obstante considerar la conducta del joven como reprochable, no se le atribuye ningún efecto jurídico, sólo por entender que no reviste los caracteres de imprevisibles e inevitables. Finalmente imputa al decisorio no analizar los hechos de conformidad a la relación de causalidad. 

SOLUCION DEL CASO: 

El caso a resolver, implica dilucidar si existe arbitrariedad en la sentencia recurrida que condenó a la Dirección General de Escuelas por la muerte de un alumno, al considerar que no se había acreditado la existencia de la eximente del caso fortuito establecida en el art.1117 del Código Civil, dados los siguientes hechos que han quedado definitivamente establecidos: 

- La víctima formaba parte de un contingente aproximado de 35 alumnos de la escuela Champeau que participaban de una salida con fines didácticos y recreativos en un camping aledaño al Dique Cipolletti y al Río Mendoza. 

- Se encomendó el cuidado del contingente a cinco adultos entre profesores y preceptores. Al momento del hecho sólo habían tres de estas personas, los otros dos se habían retirado del lugar. 

- Desde el Camping se podía acceder a las inmediaciones del río, a través de un alambrado que estaba roto. 

- Al lugar, ingresaron un grupo de jóvenes, varios se bañaron en el río, bajo la presencia de una preceptora. 

- La víctima formaba parte de un grupo que tenía problemas de disciplina y de relación con la preceptora a cargo. 

- El lugar no era desconocido para las autoridades escolares, porque había participado de otro evento la semana anterior a que sucediera el hecho. 

- La víctima tenía 19 años, no sabía nadar, se tiró al agua donde un compañero lo esperaba para ayudarlo a salir. 

Las instancias de grado encuadraron la responsabilidad de la demandada en la disposición del art. 1117 del Código Civil y concluyeron en la inexistencia del rompimiento del nexo causal, toda vez que no se daban las condiciones de imprevisibilidad e inevitabilidad para que operara la eximente del caso fortuito. 

Entiendo que la recurrente, no obstante el esfuerzo que realiza, no logra acreditar la existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento. Su queja está dirigida a impugnar el fallo por considerarlo incongruente al analizar lo reprochable de la conducta de la víctima y no asignarle ninguna responsabilidad y por otro lado, por no considerar la edad de la víctima y el hecho que ésta no supiera nadar. 

Los agravios, no alcanzan para lograr modificar el fallo cuyos fundamentos esenciales no logran desvirtuarse. En efecto, conforme lo han sostenido las instancias de grado y también lo tiene dicho este Tribunal en reiterados pronunciamientos, "La reforma operada por la Ley 24.830 al art. 1117 del Código Civil incorporó al ordenamiento la jurisprudencia dominante anterior a su sanción según la cual, tratándose de daños sufridos por los alumnos, el deber de reparar del establecimiento educacional surge del in-cumplimiento de una obligación de seguridad asumida por su titular" (Conf. Novellino, Norberto J., Responsabilidad por daños de establecimientos educativos, Santa Fe, ed. Rubinzal, 1998, pág. 557 y ss; Sedoff, M.E., Responsabilidad civil de los establecimientos educativos. Reforma del art. 117 del código civil. Antecedentes doctrinarios y legislativos, JS n° 36/37 pág. 135; Venini, J.C., La actividad docente y la responsabilidad civil, en Homenaje a Dalmacio Vélez Sársfield, Córdoba, ed. Academia de Derecho, 2000, t. II pág. 592). En efecto, antes de la sanción de la ley, la jurisprudencia, con apoyo doctrinal, repitió hasta el cansancio que los establecimientos educativos asumen contractualmente, junto con la obligación principal de prestar educación, una obligación de seguridad cuyo incumplimiento hace nacer su responsabilidad directa; que la asunción de la obligación de seguridad simultáneamente asumida por el establecimiento educativo significa garantizar la indemnidad del menor en su integridad física y moral como bien diferente a la obligación principal del contrato que es impartir educación, y que siendo de naturaleza objetiva es irrelevante todo intento de probar la no culpa en el cuidado y vigilancia (ver voto del Dr. Bueres, y sus citas, que funda la decisión de la Cám. Nac. Civ. sala D, 18/3/1998, Lancillota c/Escuela del Sol, JA 1999-I-348 y J.A. 1999-III-431). 

La norma menciona como única eximente el caso fortuito, generándose dudas sobre si la culpa de la víctima exime o no al establecimiento educacional cuando el dañado es un alumno. 

En este aspecto se ha sostenido que:"Hay acuerdo en que no libera si el menor no ha alcanzado los diez años, pues de él no puede predicarse culpa y tampoco puede atribuirse culpa a los padres desde que, justamente, el niño se encuentra fuera de la custodia de los padres. El debate se plantea con el mayor de diez años. Algunos autores señalan, sin otro aditamento, que también libera (Sambrizzi, Eduardo, la responsabilidad de los propietarios de establecimientos educativos en el nuevo artículo 1117 del CC, ED 176-857; Gianfelici, M.C., Caso fortuito, caso de fuerza mayor y la responsabilidad civil de los propietarios de los establecimientos educativos, LL 1999-D-589); otros, en cambio, hemos exigido que esa culpa tenga el carácter de imprevisible e inevitable típicas del caso fortuito, única eximente mencionada; la expresión caso fortuito, aún respecto de los daños sufridos por los alumnos, debe ser entendida en sentido amplio, comprensiva de todo hecho que se presente como imprevisible e inevitable, caracteres que puede, excepcionalmente, tener la conducta de la propia víctima; para la determinación de tales recaudos hay que atender a las circunstancias del caso, y especialmente a la edad del menor" (L.S 349-209). 

Estos principios son plenamente aplicables al caso de autos, del cual surge que el fallo impugnado ha efectuado un pormenorizado análisis de la conducta del menor y afirma que aún cuando pueda considerársela reprochable, la misma no adquirió las características del casus, único supuesto en que la culpa de la víctima actúa con eficacia causal en la producción del hecho. Para concluir de tal modo tuvo en cuenta las declaraciones de la propia directora del establecimiento al que el menor concurría, de la que podía extraerse que el lugar no era desconocido para las autoridades del colegio, que ya habían concurrido una semana antes, por lo que debieron advertir que al lugar donde ocurrieron los hechos se accedía fácilmente. A lo que debía sumarse la existencia de carteles que advertían del peligro. 

Frente a esta situación el fallo pone especial énfasis en que a pesar de la existencia del peligro, las autoridades escolares no adoptaron medidas de prevención o las que adoptaron fueron insuficientes, tomando en consideración que, conforme las propias autoridades escolares lo reconocieron, se trataba de un grupo que tenía conflictos de obediencia con la preceptora. También consideró que de las cinco personas que asistieron con el contingente, dos se retiraron del lugar y que cuando los jóvenes ingresaron al río, sólo fue al lugar la preceptora Araya que era nada más ni nada menos quien tenía conflicto con los menores. 

Ninguno de estos fundamentos es desvirtuado por los recurrentes, quienes insisten en la culpa de la víctima, poniendo especial relevancia a la edad y a la circunstancia que no sabía nadar, sin lograr demostrar que estos elementos contengan los componentes de la imprevisibilidad e inevitabilidad, necesarios para configurar la única eximente que prevé el art. 1117 del Código Civil. En tal aspecto, debe recordarse que la carga de probar el caso fortuito correspondía a la demandada que lo invocó. 

En consonancia con lo resuelto, entiendo que no puede en ningún modo resultar imprevisible para las autoridades escolares, que asisten con jóvenes a un lugar al aire libre, en época de calor, donde no existen las condiciones de seguridad adecuadas; que aquéllos pretendan ingresar al agua y lo hagan como efectivamente sucedió en autos. Tales circunstancias juegan en contra de los demandados, máxime si se tiene en cuenta que ya habían estado en el lugar una semana y los alumnos habían ingresado al agua a pesar de las prohibiciones existentes, lo que pone de resalto que la institución educativa, no cumplió adecuadamente con sus obligaciones de custodia y cuidado que le competían respecto a sus alumnos. 

Por los fundamentos dados, considero que no existe en el fallo impugnado la arbitrariedad que se denuncia, por lo que si mi voto resulta compartido por mis Colegas de Sala, el recurso deberá ser rechazado. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión el Dr. NANCLARES, adhiere al voto que antecede. 

A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE, DIJO: 

Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto, puesto que ha sido planteado para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión el Dr. NANCLARES, adhiere al voto que antecede. 

A LA TERCERA CUESTION EL DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE, DIJO: 

Atento el resultado al que se arriba en el tratamiento de las cuestiones que ante-ceden, las costas de esta instancia deberán imponerse a la parte recurrente vencida (arts. 35 y 36 del C.P.C.). 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión el Dr. NANCLARES, adhiere al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continua-ción se inserta: 

S E N T E N C I A: 

Mendoza, 05 de setiembre de 2.012.- 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

I- Rechazar el recurso de Inconstitucionalidad articulado a fs. 10/25 vta. de autos. 

II- Imponer las costas a los recurrentes vencidos. 

III- Regular los honorarios profesionales devengados en esta instancia de los Dres. Antonio Heriberto CARRIZO, en la suma de pesos DIECISEIS MIL OCHENTA ($ 16.080); Jorge Luis CARRIZO, en la suma de pesos . ($ .) (arts. 15 y 31 Ley 3641).- 

Notifíquese. 

DR. JORGE H. NANCLARES 

DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE 

CONSTANCIA: Que la presente resolución es suscripta sólo por dos miembros del Tribunal, en razón de encontrarse vacante una de las vocalías de la Sala Primera de la Suprema Corte de Justicia (art. 88 ap. III del C.P.C.). Secretaría, 05 de setiembre de 2.012.- 


